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Introducción

La importancia cada vez mayor de la dimensión socioeconómica de la globalización y la insuficiencia actual de las medidas institucionales para la gobernanza económica mundial demuestran la necesidad de un marco nuevo que responda a los desafíos concomitantes. La conferencia de Naciones Unidas sobre Financiación para el Desarrollo sirvió para inyectar energía a los debates políticos sobre el déficit de gobernanza de los sistemas internacionales económico, financiero y comercial. Asimismo, el presidente francés Chirac y la ministra alemana de Desarrollo Wieczorek-Zeul respaldaron en Monterrey el establecimiento de un Consejo Económico y de Seguridad Social dentro del sistema de la ONU como un organismo internacional nuevo de toma de decisión para los asuntos económicos mundiales. Sin embargo, las propuestas de reforma para la Gobernanza Económica Mundial no avanzaron más allá de la Conferencia de FpD. 

Desde el punto de vista de numerosos expertos, la función original de la ONU en el campo normativo y de determinación de la agenda debe fortalecerse en temas tales como el desarrollo social y económico, la formación de la paz, la seguridad, la justicia y el fomento de los derechos humanos. La incapacidad de la instituciones de gobernanza mundial para impedir la crisis iraquí proporciona una evidencia mayor de la necesidad de ese fortalecimiento. En parte, las propuestas de reforma buscan asegurar que se reconozca la legitimidad de Naciones Unidas en relación con la coordinación de la política económica mundial coherente con su marco normativo, y que se confirme su autoridad regulatoria.

Con estos antecedentes, el objetivo de este trabajo de política es brindar conocimiento para celebrar discusiones en profundidad sobre la naturaleza del déficit de gobernanza mundial, con el propósito de elaborar propuestas para la reforma de la gobernanza mundial en el contexto del Diálogo de Alto Nivel de Naciones Unidas sobre Financiación para el Desarrollo, a celebrarse el 29 y 30 de octubre de 2003.

 SEQ CHAPTER \h \r 1Capítulo I : 
Deficiencias del sistema vigente de gobernanza mundialTC "Chapter I \: Shortcomings of the current global governance system"
En la última década, los hechos más importantes del ámbito macroeconómico mundial han sido la creciente liberalización del comercio y de los mercados financieros internacionales, el creciente predominio de las corporaciones trasnacionales (CTN) a través de la inversión extranjera directa, y el papel cada vez más central que ejercen la Instituciones de Bretton Woods (IBW) y, más recientemente, la Organización Mundial del Comercio (OMC) para asegurar que las políticas macroeconómicas, estructurales y comerciales de los países en desarrollo y en transición se adecúen al paradigma subyacente. Existen, no obstante, brechas que sobresalen en este marco de gobernanza mundial, dominado por las IBW, la OMC y las CTN. Dicho marco es propenso a las crisis sistémicas con costos sociales potencialmente devastadores, y no ha podido proporcionar un crecimiento económico robusto con una distribución justa y equitativa de ese crecimiento a los países en desarrollo y a las comunidades necesitadas y excluidas, tanto de países ricos como pobres. Tampoco reconoce la responsabilidad del conjunto de pautas y normas de la política social y ambiental de la ONU, que debería proporcionar las herramientas necesarias para revertir los desequilibrios inherentes a los acuerdos de gobernanza mundial vigentes.

El paradigma de gobernanza mundial imperante afirma la primacía del crecimiento desregulado y dirigido por el mercado. Facilita la acumulación de capital sin una distribución equitativa de las ganancias derivadas de la producción y el comercio, y en definitiva sirve a los intereses empresariales de los países industrializados ricos. No es de sorprender, entonces, que las estructuras y acuerdos de gobernanza de las IBW, la OMC y organismos normativos como el Foro de Estabilidad Financiera y el Banco Internacional de Pagos, reflejen el dominio de los países industrializados (y especialmente del G-7). 

La búsqueda de un modelo diferente de gobernanza mundial es de suma importancia, dado que el modelo actual no se sostiene. Las fisuras del sistema son cada vez más evidentes. Existe un crecimiento explosivo de las finanzas internacionales con una brecha creciente entre el volumen comerciado en los mercados financieros (la mayor parte del cual es de naturaleza sumamente especulativa) y el mundo real de las inversiones productivas que podrían beneficiar a las economías nacionales. Muchas economías han sido y siguen siendo vulnerables a las crisis de sus sectores económicos, financieros y bancarios. La edición Primavera 2003 del Panorama Económico del Mundo del FMI señala que la vulnerabilidad ante las renovadas crisis económicas sigue siendo alta en algunos países latinoamericanos y en Turquía. Montos insostenibles de deuda siguen aplastando a algunas economías de mercados emergentes que soportan la presión de crisis financieras, mientras los mecanismos de reducción de deuda incorporados por la iniciativa HIPC para los países más pobres han resultado insuficientes para eliminar la deuda de los países y habilitarles el camino para cumplir las Metas de Desarrollo del Milenio. 

La presión ejercida por las IBW para que los países liberalicen sus cuentas de capital y faciliten la liberalización de los mercados financieros sólo sirve para incrementar su vulnerabilidad. Muchos aspectos de los préstamos políticos de las IBW, parapetados con condiciones, sirven para socavar en lugar de fomentar las perspectivas de crecimiento de los países en desarrollo, y para aumentar la pobreza. Entre esos aspectos están incluidos la presión para privatizar servicios públicos como la salud y la educación, reforzar los controles al gasto público, préstamos políticos para la liberalización de importaciones y el desarrollo del sector exportador. Estas políticas condujeron, en muchos casos, a la destrucción de la base productiva de las economías locales y a la contracción económica. El PBI de Argentina se contrajo un 11 % en 2002, mientras el crecimiento ha sido lento en gran parte de América Latina y el Caribe en los últimos años. 

En ningún lado es más evidente el descalabro social que provocan estas políticas que en los mercados de trabajo que están en vías de desregulación en aras de la globalización económica. Los mercados de trabajo de muchos países experimentaron un drástico deterioro en el crecimiento del empleo. En un estudio publicado en enero de 2003, la OIT calcula que el número de desempleados creció 20 millones en todo el mundo desde el año 2000, alcanzando un total de 180 millones. A fines de 2002, el número de pobres con trabajo, o de trabajadores que viven con un dólar o menos por día, había reanudado su tendencia a la suba, retornando al nivel de 550 millones que alcanzó en 1998. (OIT - Global Employment Trends-2003)
En lo que refiere al género, las políticas subyacentes del modelo actual de globalización económica no son neutras en lo absoluto. Como hombres y mujeres tienden a trabajar en sectores distintos de la economía, las políticas macroeconómicas y comerciales provocan efectos distintos en mujeres y hombres. Las mujeres suelen tener empleos más vulnerables a los shocks económicos en tiempos de crisis. La mayor parte de los pobres del mundo son mujeres y niños que viven en el ámbito rural y ganan su sustento en el sector informal. Las mujeres de la economía salarial formal tienden a concentrarse en los empleos de menor remuneración, donde existen menos protecciones laborales o sanitarias y más riesgos para la seguridad y el ambiente. Muchos de estos empleos pertenecen a las Zonas Procesadoras de Exportaciones, donde las mujeres se concentran cada vez más en los sectores de textiles y electrónica, en condiciones de trabajo de explotación, sin las garantías básicas que les ofrecen los derechos laborales. La presión para que se privaticen los servicios esenciales – como la salud, el agua y la educación – a través del GATS, deja estos “bienes públicos” fuera del alcance de muchas comunidades pobres. Esto añade otra carga a las mujeres pobres que deben cuidar y alimentar a sus familias. 

El mentado avance de las disposiciones de exención del TRIPS sobre medicamentos salvadores de vidas (por ej., contra el VIH-SIDA) no ofrecerá, según distintos análisis, un alivio real a los países perjudicados por este tipo de enfermedades. Lamentablemente, dicho avance se concretó luego de que hubieran muerto por SIDA millones de personas, debido a que los países industrializados daban rodeos a la firma del acuerdo, presionados por sus industrias farmacéuticas. Asimismo, muchos fallos recientes de la OMC atentan contra principios sociales y ambientales. Los organismos vigilantes de los derechos humanos llamaron la atención sobre las contradicciones reales y potenciales entre los acuerdos de la OMC y las normas de derechos humanos. 

La llamada ronda de desarrollo de Doha no ha progresado en la causa del desarrollo en forma significativa alguna, ya que siguen sin solución aparente los problemas de acceso a los mercados, tratamiento especial y diferencial, medidas antidumping y la eliminación gradual de los subsidios agrícolas.

Con respecto al sector empresarial, el tremendo poder de las grandes corporaciones trasnacionales (CTN), su capacidad para influir en las políticas económicas de sus países (principalmente del G-7), y por extensión en las instituciones de gobernanza mundial, son problemas acuciantes para la gobernanza económica mundial. No es poca cosa el que sean impulsadas principalmente por fines de lucro individual en lugar del interés público o la preocupación por el desarrollo. Su capacidad para escapar a la jurisdicción de los países en los cuales invierten en asuntos tales como política tributaria, y de influir también en las políticas de estos países en provecho propio, generan la misma inquietud. El establecimiento de un marco regulatorio adecuado que ponga en práctica la responsabilidad empresarial, buenas prácticas éticas, sociales, laborales y ambientales entre las CTN y el sector privado en general, son asuntos importantes para la agenda de gobernanza mundial. 

Capítulo II 
Las Instituciones de Bretton Woods

Como actores influyentes del panorama mundial, el Banco Mundial y el FMI deberían incorporar la participación de los países en desarrollo a la toma de decisiones y la determinación de normas. Asimismo, sus operaciones deben regirse por los principios de la transparencia y la responsabilidad. En la actualidad, los países en desarrollo poseen el 38 % del poder de voto en el FMI y el 39 % en el Banco Mundial, mientras los países industriales controlan el 62 % y el 61 % de los votos respectivamente. El Consenso de Monterrey pidió expresamente la “ampliación y fortalecimiento de la participación de los países en desarrollo y los países de economías en transición en la toma de decisión y la determinación de normas económicas internacionales”. Específicamente pidió al Banco Mundial y al FMI que “continúen mejorando la participación de todos los países en desarrollo y los países con economías en transición en su toma de decisiones”. Sin embargo, hasta el momento la agenda política de los directorios con respecto a la aplicación de los compromisos de Monterrey sólo se ha concentrado en cambios mínimos del status quo de las Instituciones Financieras Internacionales (IFI). 

Estructura de votación 

La capacidad de votación en los IFI se basa en cuotas y en votos básicos otorgados por cantidades iguales a todos los países. Los votos básicos, por los cuales se les otorga voz en la toma de decisiones especialmente a los países más pequeños, han perdido significativamente importancia dentro de la toma de decisiones de los IFI. Como el número de votos básicos no ha variado con los sucesivos incrementos de las cuotas, la relación entre los votos básicos y los votos totales disminuyó sensiblemente. A pesar de haber aumentado el número de países en desarrollo miembros, la proporción que representan los votos básicos en el total descendió (de 11,3 % a 2,1 %), lo cual elevó la facultad de voto relativa de los países más grandes. Esto ha desnivelado sustancialmente la balanza con respecto al acuerdo de compromiso contenido en los Estatutos que se diseñara para proteger la participación de los países menores. 

La fórmula de cuotas original en la fundación de las IFI no respondió a lógica económica alguna y estaba diseñada para alcanzar un objetivo político. Dado este hecho histórico, cabe destacar que – con apenas algunos ajustes en los pesos y la definición de las principales variables de la fórmula de cuotas – las IBW continúen usando la fórmula original para determinar las cuotas de los miembros actualmente.

Las cuotas son importantes no sólo porque confieren la facultad de tomar decisiones, sino también porque determinan el acceso a la financiación. Por ejemplo, en el FMI los países miembros pueden solicitar préstamos sólo hasta el monto específico del 300 % de sus cuotas, de acuerdo con las facilidades comunes del Fondo. Por tanto, las pequeñas cuotas de los países en desarrollo limitan tanto su proporción de poder de voto como su acceso a los recursos del FMI. 

Asimismo, a lo largo de los años las IBW se han convertido en instituciones de desarrollo y ya no son meramente organismos monetarios o crediticios. El hecho de que durante unos 25 años las IBW hayan prestado sólo a los países en desarrollo implica que los países acreedores del Norte intentan prestar lo menos posible y, por tanto, apoyan un mayor rigor de la condicionalidad. Así, la objetividad e imparcialidad del Consejo Ejecutivo del Fondo (asumido por los Estatutos) se han socavado en un grado importante. 

Integración del Directorio del FMI y del Banco Mundial 

El Directorio del FMI y del Banco Mundial está integrado por 24 Directores Ejecutivos, que representan a 184 países miembros. Sin embargo, 8 de esos Directores representan cada uno a un país, mientras, por ejemplo, más de 40 países de África subsahariana están representados por dos Directores. Además, en grupos de representación mixta (integrados por miembros de países industriales y en desarrollo), es el Director del país industrial que representa al grupo todo, lo cual explica que, en la actualidad, de los 24 Directores, más de la mitad pertenezcan a países industriales. Eso significa una fuente adicional de desequilibrio en perjuicio de los países en desarrollo. De hecho, los países con un Director Ejecutivo permanente en el Directorio están sensiblemente más capacitados para influir efectivamente en las discusiones políticas que aquellos que no lo tienen. 

Una mirada a la representación de género también revela algunos desequilibrios importantes. Cabe destacar que en el Directorio de 24 miembros del Banco Mundial sólo hay una mujer, mientras en el Directorio del FMI sólo hay dos. Revertir estos desequilibrios geográficos y de género es fundamental para alcanzar la gobernanza democrática mundial. 

TransparenciaTC "Transparency"
La falta de transparencia con respecto a las discusiones y el funcionamiento del Directorio dificulta responsabilizar a los Directores Ejecutivos por las posturas que adopten en los directorios de las IFI. Una mayor transparencia del funcionamiento es importante porque permitiría a los actores externos conocer cuáles asuntos se analizaron y quiénes tuvieron participación.

Asimismo, el funcionamiento de la toma de decisiones por consenso en los Directorios del Fondo y el Banco no elimina el poder subyacente de las distribuciones de votos. El proceso de acuerdo por consenso en las IFI no asegura el requisito de acuerdo por unanimidad entre los miembros, que permite a cualquiera de las partes vetar y objetar y por el cual los votos quedan registrados y sujetos a inspección.
 La inexistencia de un registro formal y abierto de las discusiones y votos hace imposible que los grupos representados por los Directores Ejecutivos puedan juzgar si sus representantes apoyaron o resistieron una política o programa particular de las IBW. Para mejorar la transparencia del proceso de toma de decisiones del Directorio debe exigirse a los países que revelen las posturas asumidas en las discusiones del Directorio, y se deben modificar las reglas de votación a una emisión formal de votos. Un proceso de votación formal ofrece el beneficio de dividir los votos. Por ejemplo, en lugar de que los grupos representados voten en bloque, cada país individual emitiría un voto.
 Este procedimiento es esencial para poder publicitar las decisiones de voto de los países y para poder responsabilizarlos ante los grupos que representan.

Selección de los dirigentes y del personal del FMI y el Banco Mundial

Aunque formalmente le corresponde al Directorio del FMI y del Banco Mundial la designación del presidente de cada institución, siempre ha existido un acuerdo tácito por el cual el Presidente del Banco Mundial es un ciudadano de EEUU (designado por EEUU), mientras el Director Gerente del Fondo es un europeo (designado por europeos). No se realizan esfuerzos para que los líderes de organizaciones tan influyentes se elijan sobre la base de un proceso transparente y abierto dirigido a alcanzar una representación política o la excelencia técnica. 

También es un problema la falta de diversidad en los altos cargos de las IBW con respecto a los enfoques económicos. Como han señalado algunos analistas, el Fondo y el Banco son abrumadoramente anglosajones en sus enfoques económicos.
 Una encuesta revela que 90 % de los profesionales del FMI con doctorado los habían obtenido en universidades de EEUU o Canadá. Con respecto al Banco, una encuesta celebrada en 1991 del personal de los departamentos de Política, Investigación y Asuntos Externos reveló que 80 % se había capacitado en economía y finanzas en centros de enseñanza de EEUU y el Reino Unido.

Asimismo, existe un arraigado predominio de ciudadanos de países industriales entre los altos cargos.
 La uniformidad de orígenes de los directores y demás altos cargos indudablemente ejerce un fuerte impacto en la adopción de ciertos dogmas y sobre la cultura institucional del personal en general. 

Recomendaciones:

1.
El poder de voto en las IBW debe reasignarse para asegurar que las instituciones representen los intereses de todos los miembros y que el bloque de los países prestatarios y el bloque de los países acreedores tengan una asignación equitativa de votos. La reasignación deberá asegurar que la proporción de votos básicos con respecto a los totales se eleve a la proporción original, y que la relación se mantenga constante en los nuevos incrementos de las cuotas.
2.
Los grupos de miembros representados por cada Director Ejecutivo deben reformularse para asegurar una distribución más equitativa de los países entre los Directores. Deberá establecerse un techo no mayor a 10 países por grupo. 

3.
 Los miembros del Directorio deben expresar sus posturas mediante votos formales. Las agendas, transcripciones y actas de las sesiones de los directorios del Banco Mundial y del FMI deberán ponerse a disposición de legisladores, grupos de la sociedad civil, académicos, etc., excepto cuando sea estrictamente necesario para evitar el perjuicio resultante de tal acceso. 

4.
 Los presidentes de las IBW deben seleccionarse mediante un proceso transparente que involucre a todos los países miembros, y los candidatos deberán evaluarse según su mérito, sin tomar en cuenta su nacionalidad. Se debe alentar la diversidad geográfica y de género en los cargos principales, y las IFI deben incorporar más talentos locales de los países en desarrollo a sus programas y proyectos. 

Capítulo III
 La Organización Mundial del Comercio 

El acelerado crecimiento en la variedad y el alcance de los acuerdos internacionales de comercio e inversión generó inquietud con respecto al desafío que presentan para la democracia, la equidad y los derechos humanos, entre ellos los básicos, como el derecho a la vida y a la salud. Estos están reflejados en los acuerdos nuevos y en evolución que se negocian dentro de la OMC. En la reunión Ministerial de la OMC en Cancún (septiembre de 2003) y en la de Seattle (1999) quedó claro que estas preocupaciones son compartidas por muchos representantes nacionales, así como por redes mundiales de organizaciones de la sociedad civil (OSC). Dado el fracaso de las reglas y procedimientos de la OMC, tanto formales como informales, para generar un marco consensual que permita avanzar en los acuerdos comerciales internacionales, es evidente que el momento de la reforma ha llegado. Alcanzar un sistema de comercio multilateral equitativo exige una discusión abierta y transparente sobre las reformas de gobernanza en la OMC. En este sentido, las organizaciones de la sociedad civil han planteado una serie de inquietudes. 

El marco político de la OMC 

En primer lugar, con respecto al modelo de crecimiento dirigido al comercio y la inversión, debería señalarse que las OSC no se oponen al comercio ni la inversión por sí mismos, sino que plantean interrogantes acerca del grado en que una actitud homogeneizante (alentando la inversión extranjera, la desregulación y el crecimiento dirigido por las exportaciones frente a prioridades fijadas en cada país, como el ahorro interno, la propiedad y la regulación democrática) se ha convertido en una “monocultura” intelectual y política en instituciones internacionales como la OMC. Las OSC hacen hincapié en la importancia del tratamiento especial y diferencial, la diversidad y la democracia como elementos importantes de una estrategia para superar las deficiencias del régimen de comercio multilateral vigente. 

En segundo lugar, una esfera importante de preocupación refiere a los ministros de Comercio que, a través de la OMC, intentan imponer la prioridad jurídica de los acuerdos de comercio e inversión por encima de los demás. Obligan a los acuerdos ambientales, laborales y de derechos humanos a tomar las llamadas pruebas de “necesidad”, o a probar que son los menos perjudiciales para los acuerdos de comercio e inversión. En otras palabras, mientras la OMC ha apoyado el cumplimiento de los acuerdos de comercio e inversión, los acuerdos para aplicar los convenios ambientales, laborales y de derechos humanos le van muy a la zaga, lo cual generó un desequilibrio crónico de prioridades.

En tercer lugar, la OMC, con acciones complementarias del Banco Mundial y el FMI, alienta y frecuentemente obliga a los gobiernos más pequeños y débiles a adoptar políticas conducentes a la liberalización progresiva, la privatización y las protecciones especiales para los inversores extranjeros. Esto conduce a la institucionalización, por parte de la OMC y las IFI, de un modelo con fines de lucro de prestación de servicios y a la privatización de bienes públicos esenciales, entre ellos el agua y los servicios del agua. Esta estrategia entra en conflicto con los objetivos de acceso, equidad y prestación inclusiva de bienes públicos.

En cuarto lugar, la OMC y sus acuerdos derivados se han convertido en un amplísimo marco político que causa un déficit democrático, limitando en gran medida lo que los ciudadanos pueden decidir a través de sus propios gobiernos y aplicando esencialmente un modelo uniforme de gestión económica.

Déficits de gobernanza internos

Aunque las estructuras formales de la OMC poseen una serie de atributos positivos (incluyendo el principio de que la toma de decisiones por consenso involucre a todos los miembros, la representación de todos los miembros en el organismo ejecutivo y los requisitos de consenso para las modificaciones a los artículos rectores), la realidad a menudo desmiente el atractivo de las formalidades. Cabe destacar, por ejemplo, que más de una veintena de pequeños países en desarrollo no son capaces de mantener su representación permanentemente en Ginebra. Asimismo, los procesos de toma de decisión en la OMC son sumamente informales, aunque ilusorios, ya que las agendas están dominadas por cuatro poderosos países y por mini-reuniones ministeriales con la participación de 24 países miembros, lo cual margina a muchos de los miembros. 

Otra área de inquietud es la falta de transparencia y responsabilidad de la OMC ante los jugadores externos. Gran parte de la elaboración de la agenda se realiza sin registros y en reuniones privadas tras puertas cerradas, rara vez con aviso público, y sobre la base de invitaciones expedidas por el Director General. Asimismo, expertos en la OMC argumentan que las reglas de procedimiento suelen violarse, están sujetas a manipulación y son engorrosas para los países pequeños o más débiles. Los participantes y observadores suman a estos factores la aplicación de la presión bilateral que ejercen los países donantes y de grandes mercados sobre los países en desarrollo.

Como respuesta general que desafía las prioridades políticas vigentes, y para superar el déficit interno de gobernanza de la OMC, las OSC proponen los siguientes elementos de reforma fundamentales:

1. Requisitos normativos

Debe reconocerse la prioridad jurídica de los acuerdos de derechos humanos, igualdad de género y ambientales, y los convenios comerciales y de inversión deberán compatibilizarse con ellos. Esto implica un proceso preliminar, previo a las negociaciones, que incluya una evaluación de posibles impactos en los acuerdos de derechos humanos, derechos de las mujeres, laborales y ambientales. Estas evaluaciones de impacto deberán realizarse a nivel multilateral y nacional de manera abierta, transparente y participativa. Deberán adoptar un enfoque multisectorial, que incluya a representantes de todos los sectores que probablemente resulten afectados por los acuerdos comerciales y de inversión en discusión. Además, aquellas áreas de política que son clave para el desarrollo sostenible deben “extirparse” limpiamente de la jurisdicción de la OMC: por ejemplo, un acuerdo internacional sobre diversidad cultural, salud pública y la prestación de bienes públicos esenciales. 

2. Reforma estructural

La OMC debe dejar de ser autónoma e incorporarse a la familia de la ONU, reportándose a través de ECOSOC o un nuevo Consejo Económico y de Seguridad Social. Esto también implicaría a nivel nacional la evaluación y revisión, dentro de un marco interdepartamental o intragubernamental, del comercio internacional y la política de inversión, en virtud de las prioridades de derechos sociales, ambientales, humanos y laborales, las políticas de los gobiernos nacionales y las inquietudes de sus parlamentos. 

3. Propuestas de gobernanza interna

Las organizaciones no gubernamentales y los movimientos sociales han apoyado con persistencia las reformas sugeridas por los representantes de los países, y han propuesto una serie de condiciones para la toma democrática de decisiones en la OMC. Entre estas se incluyen el cese de la reuniones a puertas cerradas y las mini-ministeriales, la aprobación universal de agendas y borradores a analizar, presidentes y facilitadores elegidos por los miembros, un comité de la totalidad de miembros como foro para las negociaciones, reuniones inclusivas y transparentes con aviso previo de seis horas.
  Entre otras importantes iniciativas de reformas deben incluirse: la prestación, a través de un fondo fiduciario, de financiación para la elaboración de capacidad y para asegurar la presencia permanente y la participación de delegaciones de países más pequeños en Ginebra y a lo largo de las negociaciones. Asimismo, se debe emprender el desarrollo de un enfoque regularizado y transparente para la participación de la sociedad civil en algo similar al estatuto consultor del cual goza en relación con ECOSOC. La reunión ministerial de Cancún y su fracaso mostraron que la antigua manera de hacer las cosas ha llegado a su fin, y que llegó la hora de un enfoque nuevo. 

Recomendaciones:

1.
Las oportunidades actuales de interacción entre el sistema de la ONU, las IBW y la OMC, incluyendo la participación de ONG, sindicatos y otros actores, debe reforzarse y ampliarse, para incluir el modelo de audiencias y mesas redondas iniciado en el proceso de seguimiento del FpD por parte de ECOSOC y la Asamblea General. 

2.
Naciones Unidas, incluyendo a la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos y la Organización Internacional del Trabajo, deberán desarrollar un proceso para asegurar el reconocimiento y la primacía jurídica de los acuerdos de derechos humanos y laborales, y para asegurar la coherencia de los acuerdos comerciales y de inversión con las disposiciones de derechos humanos y laborales.

3. Los gobiernos nacionales deberán dar los pasos necesarios para brindar una mayor coherencia al sistema internacional, integrando a la OMC a Naciones Unidas, donde se reportará a través de ECOSOC o un organismo similar encargado de coordinar la política económica, ambiental y social. 

Capítulo IV
El argumento a favor de una ONU fortalecida   TC "Chapter 4  Strengthening the United Nations  " \l 2
En virtud del análisis precedente sobre las grandes brechas que afectan a los acuerdos actuales de gobernanza mundial, la necesidad de fortalecer el papel de la ONU se convierte en algo imperativo. 

Lo que implica la gobernanza mundial no es la proliferación de la maraña existente de organizaciones y reglas, sino una coordinación mejorada entre organismos existentes. Esto exige la mejora de las relaciones de trabajo entre la multitud de organizaciones y programas dedicados al desarrollo, y el fortalecimiento de su mandato y su capacidad de funcionamiento a través de la provisión de financiación necesaria para desempeñar sus tareas fundamentales, ante los problemas mundiales apremiantes. Los objetivos de la gobernanza mundial son la democratización de las organizaciones internacionales y un sistema internacional coordinado más efectivamente que trabaje por la justicia económica y social y por el bienestar de todos. La gobernanza mundial también debe resolver las brechas institucionales en las políticas vigentes, como el hallar medidas institucionales para la prestación de bienes públicos internacionales.

La Carta de la ONU fue concebida como un modelo normativo para asegurar que las políticas internacionales, sobre todo aquellas de los sectores monetario, financiero y comercial, fueran coherentes, y por lo tanto, brindaran soluciones a los problemas internacionales de carácter económico, social, cultural o humanitario, mientras fomentaba a la vez el respeto por los derechos humanos para todos.
 Con ese fin, el modelo se basaba en dos principios básicos: la especialización y la coordinación. Según el principio de la especialización, el sistema planteaba un conjunto de instituciones internacionales – agencias especializadas -, cada una de ellas con un mandato para dedicarse a un conjunto específico y limitado de problemas. Dentro de este esquema, el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional eran agencias especializadas de la ONU.
 Un estatuto similar se preveía para la Organización Internacional del Comercio (OIC), una agencia que se habría de fundar poco después y que se dedicaría a la cooperación comercial. La coordinación de las actividades de la ONU con los asuntos económicos, sociales y ecológicos se encomendó al Consejo Económico y Social (ECOSOC), uno de los principales órganos del sistema de la ONU, actuando bajo la autoridad de la Asamblea General. 

La ONU avanzó hasta codificar y brindar un mayor contenido a las normas de ámbitos como la política de desarrollo, derechos humanos y laborales, social y ambiental, a través de diversos procesos intergubernamentales a lo largo de los años. Los principios de la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 quedarían más delimitados en Convenciones sobre derechos civiles y políticos, económicos, sociales y culturales, de las mujeres y de los niños. Las agencias especializadas también desempeñaron su papel a la hora de fijar normas en sus ámbitos de competencia. Se destaca la Organización Internacional del Trabajo, que ha establecido un conjunto de Convenciones para regular el mundo del trabajo y ha codificado un conjunto de normas laborales indivisibles en la Declaración de la OIT sobre Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo, de 1998. 

En los años 90, las Conferencias de la ONU se transformaron en vehículos importantes para el acuerdo entre la amplia comunidad de naciones con respecto a los estándares y objetivos que requerían la cooperación internacional. Las conferencias sobre ambiente y desarrollo, población, desarrollo social, género y los derechos del niño, son todos ejemplos en ese sentido, conducentes al acuerdo de lo que, en términos generales, se conocen como las metas de desarrollo acordadas internacionalmente. Las Metas de Desarrollo del Milenio incluidas en la Declaración del Milenio son una “destilación” de objetivos monitoreables y cuantificables, extraídos de las conclusiones de esas conferencias. 

Sin embargo, en lo que concierne a las políticas económicas, la ONU nunca llegó a desempeñar su papel de coordinación. La primera razón se debe buscar en la falta de interés de los países industriales en despojar a las instituciones de Bretton Woods – en las cuales sus votos correspondientes al porcentaje de capital les aseguraba el predominio – de algunas de sus facultades para transferirlas a ECOSOC. Esta incapacidad para encomendarle a la ONU una autoridad coordinadora se hizo más pronunciada cuando gran cantidad de nuevos países independientes se sumaron a la ONU en los años 60 y 70, aumentando así el peso de los países en desarrollo bajo el sistema de un país- un voto prevaleciente en la ONU. Los principales países industrializados buscaron ejercer una influencia decisiva en otra parte, a menudo dejando de lado a la ONU. Esta dinámica de poder subyacente del sistema de gobernanza mundial halló cierta expresión en el laxo vocabulario utilizado en los Acuerdos de Relación que vinculaban a las instituciones de Bretton Woods con la ONU y que aseguraban que el Banco Mundial y el FMI tendrían, frente a la ONU, un grado mayor de independencia que otras agencias especializadas. Por razones que desbordan el alcance de este trabajo, la que debería haber sido la agencia especializada a cargo de la coordinación de las relaciones comerciales, la Organización Internacional del Comercio, sencillamente nunca se hizo realidad. 

El rol debilitado de la ONU en el ámbito de la política económica internacional también sirvió para socavar su capacidad para proporcionar un liderazgo normativo eficaz, incluso en los ámbitos no económicos. De hecho, comenzando a principios de la década de 1980 y facilitadas por la erupción de la crisis de la deuda, las Instituciones de Bretton Woods incrementaron drásticamente el alcance de sus intervenciones en las economías de los países prestatarios, a través de préstamos políticos. El resultado fue que también incrementaron su grado de influencia en las áreas no económicas afectadas por aquellas intervenciones. Áreas como la seguridad, la gestión de gobierno, el ambiente, los sectores social, sanitario y de enseñanza, los mercados laborales y las políticas de género, cayeron cada vez más en su esfera de influencia directa.

La creación de la OMC en 1995 como el tercer pilar que faltaba para complementar a las Instituciones de Bretton Woods intensificaría el proceso de consolidación de la toma de decisiones sobre asuntos económicos, financieros y comerciales, alejándolo de la ONU y su rol de determinación de estándares con respecto a los derechos humanos y sindicales y la política social. Es importante destacar dos hechos estrechamente vinculados en este sentido. Primero: la OMC era una institución nueva, dotada de fuertes facultades de aplicación, que vino a sustituir a la vieja Secretaría del GATT. Por tanto, ofrecía un sólido contraparte que podía interactuar con el Banco Mundial y el FMI. En segundol lugar, junto con el acuerdo que creaba la OMC, los gobiernos miembros de la OMC expidieron la Declaración sobre el Aporte de la OMC para Alcanzar una Mayor Coherencia en la Política Económica Mundial, lo cual básicamente abogaba por una mayor cooperación y coherencia entre la OMC, el Banco Mundial y el FMI, sin mención alguna de la ONU. 

No puede subestimarse el impacto que tuvieron estos dos elementos en la capacidad de la ONU para ejercer su función como institución líder para alcanzar la coherencia, lo cual fue evidentemente una medida calculada por los países poderosos. Como lo declarara el gobierno de Canadá: “La creación de una Organización Multilateral de Comercio dentro del sistema existente del GATT mejorará el estatuto del GATT al otorgarle una personalidad jurídica para relacionarse con otras organizaciones mientras, simultáneamente, impedirá la aparición de una organización de comercio dentro del sistema de la ONU”.
 

En los años subsiguientes, sobre la base de la Declaración de Coherencia, el Banco Mundial y el FMI firmaron acuerdos de “coherencia” e intensificaron sus esfuerzos para alcanzar una “coherencia política” en la OMC. Los acuerdos de comercio regionales y los bancos de desarrollo siguieron el ejemplo y están coordinando gestiones similares. La firma de estos “acuerdos de coherencia” implica un cambio importante para el FMI y el Banco Mundial. Aunque la influencia de estas instituciones sobre la política comercial de sus miembros prestatarios se puede rastrear al inicio de los préstamos políticos, los acuerdos formalizaron la búsqueda de la liberalización comercial en el marco de la OMC como parte fundamental de su mandato. En este sentido, y generando una nueva fuente de inquietud, se encuentran propuestas como la presentada por la Secretaría de la OMC en mayo último para identificar un “vehículo institucional dentro de la OMC que consulte con el FMI y el Banco Mundial sobre áreas prioritarias para la cooperación”. 

Dado el estatuto de la OMC como un foro para la negociación en curso de reglas de naturaleza jurídica, podría decirse que la base de la aparición de un polo alternativo para la coherencia fuera del ámbito de los valores humanos y sociales de la Carta de la ONU parece ahora estar firmemente instalado. 

Sin embargo, varias propuestas pretendieron instrumentar una estructura alternativa para las instituciones económicas internacionales que solucionaran este problema. Por ejemplo, durante la Comisión de Gobernanza Mundial
 de los años 90 se sugirió la creación de un Consejo Económico y de Seguridad Social (CESS) dentro de la ONU, una propuesta que nuevamente recibe cada vez más atención. El CESS sería un foro coordinador de alto nivel, con legitimidad política para la discusión de los problemas centrales de la economía política internacional. La creciente atención que se le presta a la propuesta surge ante el reconocimiento de que las instituciones existentes no alcanzan para solucionar de manera decisiva los problemas más acuciantes de la gobernanza mundial, y que organismos exclusivos y con un número limitado de miembros, como el G7/8, carecen de la legitimidad para asumir los desafíos concomitantes.
 Este trabajo sostiene que llegó la hora de considerar seriamente una vez más la propuesta para crear el CESS.

Capítulo V
Hacia una mayor coherencia 

Un tema omnipresente de la conferencia de Financiación para el Desarrollo (FpD) y el resultante Consenso de Monterrey fue la necesidad de mejorar la coherencia de los sistemas internacionales monetarios, financieros y de comercio, para asegurar que apoyaran las metas de desarrollo acordadas internacionalmente.
 Por tanto, el proceso de seguimiento del FpD ha sido empoderado para proponer reformas sistémicas que aseguren que las reglas multilaterales financieras, comerciales y monetarias funcionen juntas para alcanzar las metas de desarrollo acordadas internacionalmente.

Como se vio en el capítulo anterior, la coherencia no es un concepto nuevo en el ámbito de las relaciones internacionales, ya que el modelo original de la ONU ofrecía, en teoría, un diseño coherente de políticas para lograr las metas acordadas internacionalmente. Aunque el modelo nunca funcionó de la manera prevista originalmente, su lógica interna sigue siendo atractiva e incuestionada. 

La Conferencia de Financiación para el Desarrollo de 2002 y su proceso de seguimiento ofrecieron el marco para la aplicación de mecanismos concretos que mejoraran la coherencia de las actividades de las IBW y la OMC con las políticas y normas de la ONU. La Conferencia fue el resultado de un acuerdo por el cual - por primera vez en la historia de los procesos de la ONU- las IBW y la OMC fueron jugadores activos. Su llamado a la coherencia responde a la necesidad reconocida y continua de tal enfoque, ante los desafíos de tener que dirigir una economía cada vez más globalizada. 

La Conferencia, con el énfasis puesto en alcanzar la coherencia entre las políticas comerciales, financieras y monetarias para apoyar el desarrollo, buscó reencuadrar el debate sobre la coherencia de manera que contemplara el papel necesario de la ONU como guardián de normas y valores humanos y sociales fundamentales. El proceso de seguimiento de la FpD está, por lo tanto, estratégicamente ubicado en el centro del debate sobre la política de gobernanza mundial, y debería ser el centro de la búsqueda de soluciones efectivas y duraderas a los desafíos de la gobernanza mundial.

Algo esencial para el éxito de un sistema de gobernanza democrática internacional es la institucionalización de la participación de las OSC en los procesos políticos de las instituciones multilaterales y la ONU. Deben crearse mecanismos consultivos para una participación amplia, utilizando las mejores prácticas de procesos intergubernamentales pasados, como mesas redondas interactivas, audiencias de la sociedad civil y diálogos con los gobiernos, así como diálogos con múltiples actores. De particular interés como modelo son los diálogos de múltiples actores adoptados por la cumbre ambiental de Johannesburgo (septiembre de 2002), con su concepto de grupos mayores, incluyendo a ONG, sindicatos, mujeres, grupos indígenas, autoridades locales, académicos y el sector privado. 

Recomendaciones para la reforma de la ONU y mayor coherencia:

Los argumentos presentados en este trabajo proporcionan un argumento convincente para fortalecer a las instituciones de la ONU, fomentar sus instrumentos normativos y aclarar los vínculos con otras instituciones importantes en el ámbito de la gobernanza mundial. De igual importancia es la cuestión de congeniar modalidades adecuadas que permitan una participación efectiva de las OSC en los procesos intergubernamentales de la ONU. Lo que hace falta es una visión estratégica de largo plazo que convierta a la ONU en el centro de las cumbres de alto nivel sobre temas fundamentales que apremien a la comunidad internacional, una función que el G-8 intenta cumplir con una participación limitada, ad hoc y no democrática de países seleccionados del tercer mundo. Sin embargo, es necesario presentar soluciones prácticas a corto y mediano plazo, y usarlas como bloques de construcción para la realización de una visión estratégica más amplia de la gobernanza mundial democrática. 

1.
A corto plazo, se deben apoyar con energía los esfuerzos dentro de la ONU para actualizar y reformar el ECOSOC. Las discusiones en profundidad y la toma de decisiones se logran con dificultad en un organismo tan grande, con 54 miembros.  Hará falta racionalizar el Consejo y mejorar sus métodos de trabajo para que pueda desempeñar sus funciones con mayor eficacia y prestar un ámbito para el diálogo dinámico e interactivo – sobre todo entre los altos funcionarios gubernamentales – sobre los asuntos internacionales más acuciantes relacionados con la gobernanza económica mundial. 

2.
Con el objetivo de dar una clara legitimidad política y rumbo a su labor, ECOSOC deberá designar, entre sus miembros, un Comité Ejecutivo o Directivo integrado por tres o cuatro países de cada región geográfica. El Comité asistiría al Consejo en todos los asuntos relativos a la coherencia política y, en especial, al seguimiento de la Conferencia de Monterrey, incluyendo las preparaciones para el diálogo anual de alto nivel de ECOSOC celebrado en la primavera boreal con las Instituciones de Bretton Woods y la OMC. Una función importante del Comité sería la de incorporar, del lado de la ONU, al Banco Mundial, el FMI y la OMC al nivel intergubernamental o político, en un diálogo sobre asuntos políticos, económicos y sociales internacionales. 

3.
Se debe otorgar pleno respaldo a la propuesta del Secretario General contenida en su Informe a la Asamblea General (2003; párr. 185), para la formación de grupos de estudio. Estos deberían tomar la forma de Grupos de Trabajo Temáticos de Expertos que permitan la participación adecuada de una amplia variedad de actores, incluyendo a gobiernos, instituciones multilaterales, el sistema de la ONU, la sociedad civil, el sector empresarial y expertos académicos independientes. Una tarea del Comité Ejecutivo propuesto debería ser la coordinación de la composición de estos grupos de expertos, y el desarrollo de un mecanismo que garantice disposiciones de trabajo efectivas entre los grupos y ECOSOC. 

4.
Los grupos de expertos se encargarán de las propuestas concretas surgidas de la Conferencia de FpD y su proceso de seguimiento, y explorarán cómo los acuerdos y compromisos alcanzados en Monterrey podrían implementarse eficazmente. Deberían realizar investigación sobre asuntos de política sustantivos de la agenda FpD, e informar al respecto a ECOSOC, con recomendaciones específicas. Los documentos políticos elaborados por los grupos de expertos deberán difundirse a los gobiernos, organizaciones internacionales y al público en general.
 La participación de las organizaciones de la sociedad civil en este proceso ayudará a mejorar la labor política en curso de la ONU. 
5.
Entonces sería necesario que el Consejo se reuniera con más frecuencia y que tratara con los problemas de política económica y social que le refieran los grupos de expertos, con el objetivo de la toma de decisiones y un seguimiento efectivo. Los estados miembros deben comprometerse a hacer un uso mejor y más efectivo del Consejo como foro para el diálogo, especialmente con respecto a problemas de coherencia y coordinación política. Esto debe ayudar a obviar la tendencia de los estados a “gravitar” hacia un número menor de miembros, organismos ad hoc y grupos que normalmente quedan excluidos de la esfera de la ONU. 

6.
Las reuniones anuales de alto nivel de ECOSOC con las Instituciones de Bretton Woods y la OMC deberían, entonces, convertirse en el foro principal para asegurar la coherencia de los sistemas monetarios, financieros y de comercio en respaldo del desarrollo. 
  La coordinación y la coherencia sobre problemas de gobernanza mundial se mejorarán con el establecimiento de la participación sustantiva de las demás agencias especializadas en el contexto de las reuniones anuales de alto nivel: UNCTAD, OIT, PNUD, UNIFEM y a través de procesos de múltiples actores que involucren a la sociedad civil y el sector privado.  

7.
A mediano plazo, deberá respaldarse enérgicamente la propuesta de crear dentro de la estructura de la ONU un Consejo Económico y de Seguridad Social permanente. Esto implicaría cambiar la Carta, lo cual debería ser totalmente factible. Una posibilidad sugerida es que el Consejo podría contar con un número limitado de bancas – por ej., 25 – en un sistema equilibrado de rotación, por el cual ninguna banca sería permanente o contaría con poder de veto. Esto proporcionaría un marco de política estratégica de largo plazo que fomentaría el desarrollo, aseguraría la coherencia en las metas políticas de las principales organizaciones internacionales y fomentaría la creación de consenso entre los gobiernos sobre posibles soluciones para problemas de gobernanza económica y social mundial.

8.
A largo plazo, el Comité General de la Asamblea General, que apenas funciona en la actualidad, podría reactivarse para transformarse en un organismo de toma de decisiones a nivel de cumbre anual sobre gobernanza económica y social mundial. La activación del Comité General en este sentido no implica un cambio en la Carta de la ONU. El presidente de la Asamblea General podría sencillamente invitar a los estados miembros del Comité General al nivel adecuado, ministerial o Jefes de Estado, para asistir a una reunión al inicio de la sesión de la Asamblea. El Comité General es representativo regionalmente, cada uno de los cinco miembros permanentes del Consejo de Seguridad es un miembro, y sólo cuenta con 28 miembros. Está propuesto convertir al Presidente de ECOSOC en miembro del Comité, convirtiéndolo en un G-29. Por tanto su tamaño permitiría celebrar discusiones en profundidad y tener una capacidad efectiva para tomar decisiones. Las reuniones del Comité General de la Asamblea General tendrían la capacidad de ser efectivas y representativas, sin la necesidad de cambiar la Carta de la ONU o de funcionar fuera de ella. 

9.
Los Acuerdos de Relación que vinculan actualmente al Banco Mundial y el FMI con la ONU deberán renegociarse, y crearse un Acuerdo de Relación similar que vincule a la OMC con la ONU. Estos acuerdos deben: a) aclarar las responsabilidades del FMI, el Banco Mundial y la OMC ante la ONU, y b) mejorar la capacidad de la ONU para asegurar que las instituciones financieras y de comercio internacional respeten en pleno la jurisdicción de otras agencias, fondos y organismos, incluyendo la de aquellos con mandatos no económicos. 

10.
Deberá crearse dentro del marco de la ONU un foro para la resolución de disputas jurisdiccionales. Dada la primacía que tienen los objetivos de desarrollo social para la comunidad mundial, como se destacó en la Carta de la ONU, se debe establecer una jerarquía de políticas sociales, normas y leyes internacionales como un marco de responsabilidad dentro del cual funcionará la legislación mundial. Deberán elaborarse políticas en los terrenos económico, financiero, comercial y de inversión, de acuerdo con el principio de la precaución y la coherencia. Es decir, no perjudicarán al conjunto de principios y normas englobados en el marco internacional de derechos humanos y laborales y las metas de desarrollo de la ONU acordadas internacionalmente.
 Además, no deberán socavar estos principios sino fomentarlos expresamente. 

11.
La ONU debe reconocerse como custodio del conjunto de instrumentos sociales en su Carta y como la organización con el marco de gobernanza mundial encargada de asegurar su cumplimiento. La ONU debe utilizar su autoridad de convocatoria para reunir a los principales actores de gobernanza mundial con el fin de revisar asuntos de coordinación en la aplicación del conjunto de instrumentos sociales, y para asegurar la compatibilidad de la política económica, financiera y comercial con ellos. Con este propósito, la ONU deberá utilizar a corto plazo su marco fortalecido a través de ECOSOC, y luego a través del CESS y el G-29, para construir un sistema efectivo de gobernanza económica y social, que funcione según los principios de transparencia, responsabilidad y participación democrática, incluyendo la participación de representantes de las organizaciones de la sociedad civil. 

12.
Ha llegado la hora de considerar seriamente las propuestas planteadas con el objetivo de otorgar derechos consultivos a las ONG dentro de la Asamblea General. Estos deberán modelarse según los derechos y arreglos consultivos existentes al nivel de ECOSOC a través de la Resolución ECOSOC 1996/31. De esta manera, los derechos consultivos acordados a organizaciones no gubernamentales en ECOSOC deberán extenderse a la Asamblea General, permitiendo a las ONG desempeñar un papel crítico como defensores para el fortalecimiento de las dimensiones sociales de la gobernanza mundial. 
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· Planteo de pautas para un documento político de antecedentes sobre gobernanza mundial para el Diálogo de Alto Nivel de FpD de octubre 
Clausura de la reunión

------------------------------------------------------------------------------------------------------------

Lista de participantes
Reunión de expertos en gobernanza mundial, 21 y 22 de julio, Nueva York

Gemma Adaba, Confederación Internacional de Sindicatos Libres (CIOSL), Oficina de la ONU

Manfred Bardeleben, FES Nueva York
Ariel Buira, Grupo de los 24
Aldo Caliari, Center of Concern, Washington D.C.

John D. Clark, Panel de Alto Nivel sobre Relaciones ONU-Sociedad Civil
Oscar de Rojas, Oficina de la ONU de Financiación para el Desarrollo
Hazem Fahmy, Oficina de la ONU de Financiación para el Desarrollo
John Foster, North-South Institute Canada, Social Watch

Jo Marie Griesgraber, Oxfam EEUU

Eva Hanfstaengel, CIDSE, Bruselas

Lori Henninger, Oficina Quaker de la ONU

Hella Hoppe, Universidad de Muenster, Alemania

Betty Kaari Murungi, Urgent Action Fund -África, Kenia 
Inge Kaul, PNUD

Garth Le Pere, Institute for Global Dialogue, Sudáfrica
Rosa Lizarde, International Facilitating Group on Financing for Development  (IFG)
Jens Martens, World Economy, Ecology & Development (WEED), Alemania

Nuria Molina, UBUNTU, España
Bill Pace, World Federalist Movement, Nueva York
Frank Schroeder, FES Nueva York

June Zeitlin, Women’s Environment and Development Organization (WEDO), Nueva York 
( Los autores agradecen a los participantes del taller sobre el mismo tema que se realizó en Nueva York el 21 y 22 de julio de 2003 (vea el apéndice) por su aporte y sus valiosos comentarios sobre versiones anteriores de este trabajo. No obstante, la responsabilidad de los posibles errores corresponde a los autores.


� Woods 2000,The Challenge of Good Governabce for the IMF and the World Bank Themselves: 15.


� Wood 2001, Structural Adjustment for the IMF :18.


� Woods 2001, Making the IMF and the World Bank more accountable: 18.


� Buira 2002, A New Voting Structure for the IMF: 26.


� Kovach, Hetty, Caroline Nelligan y Simon Burall. Power without accountability?  Londres, The One World Trust, 2002/2003  � HYPERLINK "mailto:owt@parliament.uk" ��owt@parliament.uk� ,   Kwa, Aileen.  Power Politics in the WTO.  Bangkok, Focus on the Global South. Enero de 2003   � HYPERLINK "http://www.focusweb.org" ��www.focusweb.org�,   Civil Society Call to the WTO Members for the 5th WTO Ministerial in Cancun. Julio de 2003  � HYPERLINK "http://www.focusweb.org/civil-society-call/" ��www.focusweb.org/civil-society-call/�


� Civil Society Call to the WTO Members for the 5th WTO Ministerial in Cancun. Julio de 2003  � HYPERLINK "http://www.focusweb.org/civil-society-call/" ��www.focusweb.org/civil-society-call/�


� Carta de la ONU, Art. 1.3


� Consulte a Hans Singer, Rethinking Bretton Woods: from a historical perspective; In Promoting Development- Effective Global Institutions for the 21st century (Griesgraber/ Gunter ed.)


� Documento preliminar del gobierno de Canadá del 14 de diciembre de, 1992.


� Secretaría de la OMC “Coherence in Global Economic Policymaking and Cooperation between the WTO, the IMF and the World Bank”, WT/TF/COH/S/7, 28 April 2003” Asimismo, la propuesta fue justificada por la supuesta “ausencia de un foro a nivel internacional para mantener contactos periódicos entre funcionarios de comercio y sus contrapartes en los ministerios de finanzas y desarrollo.”�ADVANCE \u 3�


� Consulte el Informe de la Comisión de Gobernanza Mundial (1995)


� Francia invitó a 12 jefes de Estado de países en desarrollo a reunirse con los líderes del G8 en ocasión de la Cumbre del G8 en Evian a fines de mayo: Argelia, Egipto, Nigeria, Senegal, Sudáfrica (todos ellos países de NEPAD) y luego a Arabia Saudita, Brasil, China, India, Marruecos, Malasia y México. También participaron los directores del FMI, el Banco Mundial, la OMC y el Secretario General de la ONU. Las ONG criticaron esta iniciativa, ya que carece de representación, sistema rotativo, transparencia y responsabilidad. Las ONG también expresaron su profunda inquietud por la posibilidad de que este proceso conduzca al empoderamiento del G8 y se utilice para legitimar las Cumbres del G8 como una institución internacional y para la creación de estructuras paralelas fuera de la ONU.


� Estas metas incluyen no sólo a las contenidas en la Declaración del Milenio, sino también a los resultados acordados en las Conferencias de la ONU de la pasada década sobre género, desarrollo social, ambiente y demás.


� UN SG Report, párr. 181-182.


� UN SG Report, párr. 184


� Consulte el UNSG Report párr. 171


� �ADVANCE \d 6�  Consulte el Informe sobre Implementación de Financiación para el Desarrollo del Secretario General de la ONU, 5 de agosto de 2003, párr. 170, 179.


� Este conjunto de principios se podrá poner en funcionamiento al igual que los contenidos en: la Carta de la ONU, la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Declaración de la OIT sobre Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo, la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Mujeres, la Convención de Derechos del Niño y la Declaración del Milenio.





